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			Introducción

			Conjuntamente y en paralelo con los tres sistemas internacionales regionales de protección de los derechos humanos (europeo, interamericano y africano), a nivel mundial el corpus iuris de los tratados de derechos humanos de la ONU ha venido expandiéndose significativamente, desarrollando órganos convencionales especializados de protección de los derechos humanos, que son de naturaleza mixta o “cuasi judicial”. En el ámbito de la ONU, a partir de 1966 se ha venido creando un sistema convencional1 de protección de las personas humanas, que se inició con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (“Pacto” o “PIDCP”) que entró en vigor en 19762. Simultáneamente, en esos mismos años respectivamente, se adoptó y entró en vigor el Protocolo Facultativo de este Pacto3 (“Protocolo Facultativo” o “PF-PIDCP”), el cual les otorgó a los individuos el derecho a dirigir peticiones (“comunicaciones”) contra los Estados partes de este instrumento y del Pacto, ante el Comité de Derechos Humanos (“Comité” o “CDH”) el cual tiene la competencia para conocer, tramitar y decidir los casos así planteados. Se trata así de un sistema internacional de casos individuales, los cuales pueden ser planteados ante el Comité por personas o grupos de personas contra los Estados partes de dichos instrumentos, a través de un sistema de peticiones conocidas en el ámbito de las Naciones Unidas como las “comunicaciones individuales”, fundándose precisamente en la violación de derechos humanos reconocidos en el PIDCP.

			Estos dos instrumentos básicos de derechos humanos se encuentran entre los tratados más ratificados por los Estados miembros de la ONU: hasta la fecha son 174 Estados parte del PIDCP y 119 del PF-PIDCP4.

			

			
				
						1	Por sistema “convencional” nos referimos a que se trata de un sistema jurídicamente creado por tratados o convenciones internacionales o instrumentos equivalentes, y no por otras fuentes del derecho internacional como son las resoluciones de la Asamblea General de la ONU y de los demás organismos como el Consejo de Derechos Humanos.


						2	Organización de Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, entró en vigencia el 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49, disponible en: www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/ProfessionalInterest/ccpr.pdf. De manera simultánea, se adoptó también en el ámbito de las Naciones Unidas el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que creó a su vez el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 


						3	Organización de Naciones Unidas, Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles (PF-PIDCP), adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, entró en vigencia el 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 9, disponible en: www.unhchr.org


						4	Los Estados miembros de la ONU han ratificado al menos uno de los principales tratados sobre derechos humanos, y el 80 por ciento ha ratificado cuatro o más tratados, disponible en: https://indicators.ohchr.org Ver, Carlos Ayala Corao: “La Mundialización de los Derechos Humanos”, El Control del Poder: Homenaje a Diego Valadés, (Coordinadores: Peter Häberle y Domingo García Belaunde), Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Tomo I, México, 2011 (páginas 59-86), disponible en: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2962/10.pdf y en La Mundialización del Derecho, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Foros N.º 3, Caracas, 2009.


				

			
		

		

			I. El Comité de Derechos Humanos

			El Comité de Derechos Humanos es el órgano de monitoreo y protección de los derechos humanos reconocidos en el PIDCP. Está integrado por dieciocho (18) miembros nacionales de Estados partes en el Pacto, quienes los proponen para su elección por votación secreta en una reunión de dichos Estados, convocada por el secretario general de las Naciones Unidas. Los miembros del Comité son electos por un período de cuatro años y las elecciones de la mitad de los miembros se celebran en intervalos de dos años; y al igual que los de otros órganos de tratados, se les denominan comúnmente “expertos”. Los miembros del Comité ejercen sus funciones a título personal y no como representantes de sus gobiernos, deben ser personas de gran integridad moral, con reconocida competencia en materia de derechos humanos, y en su elección se deberá tomar en consideración que tengan experiencia jurídica, ya sea como jueces, abogados o profesores de derecho1. El Comité no puede comprender más de un nacional de un mismo Estado y más aún, se debe tener en cuenta una distribución geográfica equitativa de los miembros y la representación de las diferentes formas de civilización y de los principales sistemas jurídicos. Finalmente, el quórum del Comité lo constituyen doce (12) de sus miembros y sus decisiones se toman por la mayoría simple de los votos de los miembros presentes2. 

			El Comité es un órgano mixto o cuasijudicial que tiene, en términos generales, cuatro grandes competencias: (1a) el examen de los informes presentados por los Estados partes3; (2a) la aprobación de las observaciones generales sobre los artículos del Pacto4; (3a) el examen de las denuncias individuales presentadas con arreglo al Protocolo Facultativo5; y (4a) el examen de las denuncias entre Estados6. 

			A los efectos de este trabajo, a continuación, expondremos brevemente los aspectos procesales relativos a la tercera (3a) competencia del Comité para conocer, tramitar, examinar y decidir las denuncias individuales presentadas con arreglo al Protocolo Facultativo. El Comité como el órgano de protección internacional creado por el Pacto, de conformidad con el PF-PIDCP, tiene competencia para recibir y decidir las comunicaciones individuales que le presenten conforme a sus reglas, los individuos que se hallen bajo la jurisdicción del Estado parte del Pacto y su Protocolo7. Luego del trámite de las comunicaciones individuales, el Comité tiene competencia para decidirlas y presentar sus observaciones al Estado parte y al individuo8. En este sentido, las facultades de protección internacional, conforme a la práctica del Comité y la codificación parcial en su Reglamento, incluyen la determinación de los derechos reconocidos en el Pacto que han sido violados por el Estado; y en ese caso, la formulación al Estado las recomendaciones reparatorias correspondientes9.

			La presentación de quejas individuales (“comunicaciones individuales”, según la terminología del Protocolo Facultativo) y su tramitación por el Comité, está regida por un conjunto de normas sustantivas de derechos humanos y obligaciones estatales contenidas en el PIDCP y, por un conjunto de reglas procesales contenidas en el PF-PIDCP, el Reglamento del Comité de Derechos Humanos (Reglamento), sus métodos de trabajo y su propia jurisprudencia. La mayoría de las reglas de admisión de las comunicaciones individuales o quejas ante el Comité son en general comunes a las exigidas para los demás órganos convencionales de protección internacional, tanto a nivel universal como regional. Estas reglas procesales sobre la admisión de las comunicaciones individuales, están referidas a: la legitimación activa ratione personae del peticionario (autor) de la comunicación; la legitimación pasiva ratione personae del Estado; la materia objeto de examen (ratione materia); la aplicabilidad y vigor del tratado conforme al momento en que ocurrieron los hechos denunciados (ratione temporis); el agotamiento de los recursos internos; la no duplicidad simultánea de procedimientos internacionales; y el plazo de presentación de la comunicación.

			

		

II. Los requisitos de admisión de las comunicaciones

			individuales

			La admisión de las comunicaciones individuales por el Comité de Derechos Humanos está sujeta al cumplimiento de los requisitos relativos a la legitimación activa ratione personae de la víctima en la comunicación; legitimación pasiva ratione personae del Estado; la materia objeto de examen (ratione materia); la competencia en razón del tiempo (ratione temporis); la no duplicidad simultánea de procedimientos internacionales; el plazo para la presentación de la comunicación y el agotamiento de los recursos internos10.

			A.	La legitimación activa de la víctima (ratione personae)

			El PF-PIDCP reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado parte y que aleguen ser víctimas de una violación, por ese Estado parte, de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto11. En ese sentido, la persona o las personas que aleguen ser víctimas de una violación, pueden presentar las comunicaciones directamente o por conducto de terceros. En este último caso, cuando se presente una comunicación en nombre de una o varias personas, deberá hacerse con su consentimiento, a menos que el autor o los autores puedan justificar su actuación sin dicho consentimiento12, entre otras razones, cuando sea evidente que esa persona no está en condiciones de presentar personalmente la comunicación13. Por lo cual, el “autor” de una comunicación individual ante el Comité puede ser (1) la víctima directa de la alegada violación de sus derechos; o (2) un representante legal o persona autorizada mediante el consentimiento de la víctima, a menos que pueda justificar su actuación sin dicho consentimiento.

			A los efectos de fundamentar el carácter de legitimado activo ratione personae de la persona que alega ser víctima en la comunicación presentada al Comité, se debe comprobar ante el Comité de modo suficientemente fundamentado su interés personal y directo, es decir, que es una víctima de una violación por ese Estado parte de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto14. En tal sentido, esa legitimación debe referirse a un interés personal y directo, por lo que nadie puede impugnar ante el Comité en abstracto o por vía de una actio popularis una ley o una práctica que considere contraria al Pacto15. De allí que quien reclame ante el Comité ser víctima de la violación de un derecho protegido en el Pacto, debe demostrar que la actividad del Estado parte a través de alguno de sus poderes públicos, ya sea por acción u omisión, le ha causado un daño en su persona que configura una violación de ese derecho. 

			Además de las violaciones directas a las personas, el Comité ha admitido el concepto de “víctima indirecta”, cuando se trata de los daños sufridos por un familiar de la víctima. Y aparte del interés actual por el daño actual causado, el Comité también ha aceptado bajo ciertas condiciones, la admisión del interés por un daño “potencial”. Es decir, cuando una persona pueda probar que se encuentra bajo una amenaza cierta y real, porque se le puede aplicar de manera inminente y personal una disposición que ha sido declarada contraria al Pacto o puede constituir una violación de éste. Tal puede ser el caso de las leyes en vigor, de una decisión o una práctica judicial o administrativa contraria al Pacto16. Además de la legitimación activa directa de las personas naturales como víctimas de una violación de sus derechos reconocidos en el Pacto, se plantea la cuestión de la legitimación indirecta de esas personas por la violación causada a una entidad o persona jurídica. Ante esas violaciones a los derechos de un individuo, que hayan sido causadas por el Estado a través de la violación de los derechos de una entidad o persona jurídica, la jurisprudencia del Comité admite la legitimación de la persona humana víctima para que su caso sea admitido a trámite, por cumplir con el requisito de la legitimación activa ratione personae. En ese sentido, el Comité en su Observación General N.º 31 (2004) sobre la “Naturaleza de la obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto”, ha afirmado que

			9. […] el hecho de que la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones se limite a las presentadas por individuos, o en nombre de éstos (artículo 1 del Protocolo Facultativo), no impide que un individuo alegue que una acción u omisión que atañe a una persona jurídica o entidad similar equivale a una violación de sus propios derechos17. [Énfasis agregado]

			Este criterio del Comité es equivalente al contenido en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), tanto en el caso RCTV Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela18 como en la interpretación desarrollada en la Opinión Consultiva OC-22/16 de 26 de febrero de 2016 sobre la “Titularidad de derechos de las personas jurídicas en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”19.

			B.	La legitimación pasiva (ratione personae) del Estado y ratione loci

			La denuncia de un individuo de que se ha producido una violación de un derecho humano reconocido en el Pacto debe ser atribuible o imputable a un Estado que es parte simultáneamente de dicho Pacto y del PF-PIDCP.

			En ese sentido, todo Estado parte del PIDCP que llegue a ser también parte del PF-PIDCP reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de ese Estado y que aleguen ser víctimas de una violación, por ese Estado parte, de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto20. En virtud de este principio de competencia expresa, el Comité no recibe ninguna comunicación que concierna a un Estado parte en el Pacto “que no sea parte en el presente Protocolo”21.

			El Comité ha precisado que la obligación jurídica general que enuncia el art. 2 del PIDCP, de respetar y garantizar los derechos reconocidos en dicho instrumento, vincula al Estado parte en su totalidad, ello es, a “todos los poderes públicos (ejecutivo, legislativo y judicial) y demás autoridades públicas o gubernamentales, sea cual fuere su rango —nacional, regional o local—”, las cuales están en condiciones de “comprometer la responsabilidad del Estado parte”22. Además de ello, el Estado puede incurrir igualmente en responsabilidad por actos de agentes no estatales, incluso particulares o empresas, cuando omite el cumplimiento de su obligación de diligencia debida23.

			En conclusión, la responsabilidad del Estado por violación del PIDCP se origina con todas las actuaciones en el ejercicio de su jurisdicción, ya sea dentro de su territorio o fuera de él. En ese sentido, los Estados partes tienen el deber de respetar y garantizar los derechos reconocidos en el Pacto a toda persona que esté bajo su autoridad o control efectivo. Este principio también se aplica a las personas que estén “bajo la autoridad o el control efectivo de las fuerzas del Estado parte que actúen fuera de su territorio, así como independientemente de las circunstancias en que se haya adquirido esa autoridad o control efectivo24.

			C.	La materia objeto de examen (ratione materia) 

			La materia objeto de los procedimientos de las comunicaciones individuales ante el Comité son únicamente los relativos a los derechos reconocidos en el PIDCP. De manera que los hechos denunciados en la comunicación tienen que ser subsumidos como causantes de una violación al ámbito y contenido de los derechos reconocidos en dicho tratado. En ese sentido, el PF-PIDCP dispone:

			Artículo 2

			Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1, todo individuo que alegue una violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto y que haya agotado todos los recursos internos disponibles podrá someter a la consideración del Comité una comunicación escrita. [Énfasis agregado]

			Esta formulación genérica del artículo 2 del PF-PIDCP referida a cualquiera de los derechos enumerados en el Pacto, ha sido precisada en la jurisprudencia del CDH, en primer lugar, como referida a los derechos reconocidos en la Parte III del PIDCP, ello es, en los artículos 6 al 27: vida (art. 6), prohibición de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 7), prohibición de esclavitud (art. 8), libertad y seguridad personales (art. 9), trato digno y humano de los privados de libertad (art. 10), prohibición de cárcel por obligaciones contractuales (art. 11), libre circulación (art. 12), prohibición de expulsión arbitraria de extranjeros (art. 13), garantías del debido proceso (art. 14), principio de legalidad penal (art. 15), personalidad jurídica (art. 16), privacidad (art. 17), libertad de pensamiento, de conciencia y de religión (art. 18), libertad de expresión (art. 19), prohibición de propaganda de guerra u odio (art. 20), reunión pacífica (art. 21), asociación (art. 22), familia (art. 23), niñez (art. 24), participación política (art. 25), igualdad y prohibición de discriminación (art. 26), minorías (art. 27).En segundo lugar, el CDH ha interpretado que aparte de la denuncia de violación de los mencionados derechos reconocidos en la mencionada Parte III del PIDCP (arts. 6 al 27), no proceden las quejas por violación de otras disposiciones de dicho instrumento, como son: (1) el artículo 1, relativo al derecho de los pueblos a la libre determinación; (2) el artículo 2 de manera aislada, relativo a la obligación general de respeto y garantía de los derechos y derecho a un recurso efectivo y obtener reparación, ello es, cuando la denuncia de violación de este artículo no esté vinculada a un derecho sustantivo reconocido en la Parte III; y (3) el artículo 50, relativo a la cláusula federal25.

			Finalmente, los autores de las comunicaciones ante el Comité deben prestar atención a las reservas que hayan realizado los Estados partes a las disposiciones sustantivas del PIDCP y del PF-PIDCP (o del instrumento convencional de que se trate), ya que éstas pueden tener por objeto limitar la competencia ratione materiae del Comité́. 

			La jurisprudencia del Comité también admite la denuncia de violación de derechos reconocidos en el Pacto como consecuencia de una violación indirecta de otros derechos que no están reconocidos expresamente por él. Es decir, cuando ciertos derechos reconocidos expresamente en el Pacto resultan afectados como consecuencia de la violación de ese otro derecho que no está reconocido. En esos casos, en su decisión final el Comité únicamente declara la violación del derecho reconocido expresamente en el Pacto. Como veremos a continuación, un ejemplo de lo anteriormente enunciado es el derecho de propiedad: el cual no se encuentra reconocido expresamente en el Pacto, pero su violación puede ser declarada en conexión con la violación al derecho al debido proceso, que sí se encuentra reconocido expresamente en dicho instrumento.

			1. 	La protección indirecta de derechos implícitos: el caso de la propiedad 

			La propiedad no se encuentra reconocida expresamente como derecho en el PIDCP. Sin embargo, la jurisprudencia del Comité indirectamente puede protegerlo como consecuencia de la protección de las garantías del derecho al debido proceso reconocidas en el Pacto.

			Los métodos de interpretación de los tratados de derechos humanos, en particular el principio de progresividad o pro-persona (pro-homine), no autorizan la restricción ni exclusión de los derechos reconocidos en el Derecho interno. Este principio nuclear del Derecho internacional de los derechos humanos no puede ser desconocido en los tratados del sistema de Naciones Unidas, con el pretexto de que estos se rigen —supuestamente— por reglas propias o diferentes. En ese sentido, este principio internacional es de carácter universal, hasta tal punto que —aunque no hiciera falta— está reconocido expresamente en el artículo 5.2 del Pacto, el cual dispone:

			No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. [Énfasis agregado]

			De esta forma, el hecho de que la propiedad está reconocida como derecho en el ordenamiento interno de un Estado, o en convenciones, como es el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos26 o en el Convenio Europeo (Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales)27, basta para afirmar que el Estado tiene la obligación de no menoscabar este derecho.

			En todo caso, la protección del derecho al debido proceso y a la protección judicial efectiva reconocida en el artículo 14 del Pacto exige la obligación del Estado de respetar, garantizar y proteger el derecho de toda persona a un proceso con las debidas garantías en la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. De tal manera que ese mismo debido proceso con todas las garantías, se aplica en la determinación de todos los derechos y obligaciones de carácter civil de las personas. No puede aceptarse entonces una interpretación absurdamente negacionista, regresiva y reduccionista del Pacto, al pretender excluir al derecho de propiedad de aquellos derechos de carácter civil que gozan de la protección del debido proceso.

			La jurisprudencia del Comité ha conocido algunos casos que involucran la incautación o apropiación arbitraria de propiedad por actos del Estado sin el debido proceso ni protección judicial efectiva. En esos casos, el Comité ha declarado que la violación del artículo 14 del Pacto tiene su origen en esa violación de la propiedad. De esta manera, la interpretación autorizada del Pacto por el Comité es que la propiedad es uno de los derechos implícitos protegidos por el artículo 14 del Pacto. 

			En ese sentido, el Comité ha interpretado reiteradamente que el concepto de obligaciones “de carácter civil” contenido en el artículo 14, párrafo 1, del Pacto incluye, entre otros, los procedimientos para determinar los derechos y las obligaciones relativos a los contratos, la propiedad y los perjuicios extracontractuales en derecho privado, así como nociones equivalentes de derecho administrativo, como la apropiación de propiedades privadas. Este criterio interpretativo del Comité lo ha sostenido incluso en supuestos en los cuales los individuos autores de la comunicación son accionistas de empresas (ej. casas de bolsa) que han sido liquidadas arbitrariamente por el Estado sin las debidas garantías judiciales: 

			9.2. […] El Comité toma nota de las alegaciones del autor basadas en el artículo 14, párrafo 1, del Pacto y relacionadas con los procedimientos judiciales ante la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo, la cual debía pronunciarse sobre el recurso de nulidad contra la resolución de liquidación de Econoinvest. El Comité recuerda que el concepto de obligaciones “de carácter civil” contenido en el artículo 14, párrafo 1, del Pacto incluye, entre otros, procedimientos para determinar los derechos y las obligaciones relativos a los contratos, la propiedad y los perjuicios extracontractuales en derecho privado, así como nociones equivalentes de derecho administrativo, como la apropiación de propiedades privadas (Observación general núm. 32, párr. 16). El Comité recuerda asimismo que, siempre que el derecho interno encomiende a un órgano judicial una función judicial, las garantías de la primera oración del artículo 14, párrafo 1, del Pacto son aplicables, a saber, el derecho a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia y, por ende, deben respetarse los principios de imparcialidad, equidad e igualdad, consagrados en esa disposición. En consecuencia, el Comité estima que dichas garantías son aplicables a los procedimientos ante la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo (Ibid., párr. 7; y dictámenes del Comité sobre la comunicación núm. 1015/2001, Perterer c. Austria, de 20 de julio de 2004, párr. 9.2 (procedimientos disciplinarios contra funcionario civil), y la comunicación núm. 1973/2010, Griffiths c. Australia, de 21 de octubre de 2014, párr. 6.5)28. [Énfasis agregado]

			En los casos citados, los autores sí habían tenido acceso a un recurso judicial ante los tribunales de su país, pero estos tribunales no habían tramitado y decidido estos procesos relativos a la determinación de su derecho de propiedad, conforme a las garantías del debido proceso judicial del artículo 14 del Pacto, que incluyen el derecho a un juez competente, independiente e imparcial. Esta jurisprudencia ha sido reiterada en otros casos por el Comité, confirmando con ello dicha interpretación del Pacto con carácter general o erga omnes29. 

			De esta forma, el caso de la propiedad, si bien no está reconocida expresamente en el Pacto, el Comité reconoce en su jurisprudencia que sí puede resultar afectada como consecuencia de haberse violado el debido proceso judicial en su restricción o afectación, o por no haber tenido acceso a un recurso judicial efectivo para su protección. Así, en un caso relativo a la incautación de los bienes de los autores sin acceso a un recurso judicial efectivo, el Comité concluyó:

			7.4. En el presente caso el Comité considera que la emisión del Mandato Constituyente No. 13, que prohibió de manera expresa la interposición de acción de amparo constitucional u otra de carácter especial contra las resoluciones de la AGD e incluyó la instrucción de destituir, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiera lugar, a los jueces que avocaren conocimiento de ese tipo de acciones, violó el derecho de los autores bajo el artículo 14 (1) del Pacto, a un proceso con las debidas garantías en la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil30. [Énfasis agregado]

			En los casos de violación a las garantías del debido proceso que han involucrado al derecho de propiedad, el Comité ha requerido a los Estados responsables llevar a cabo una reparación plena o integral de las víctimas, a través de un recurso efectivo para la determinación de sus derechos y obligaciones de carácter civil:

			10. De conformidad con el artículo 2, párrafo 3, apartado a), del Pacto, el Estado parte tiene la obligación de proporcionar al autor un recurso efectivo. Ello requiere una reparación íntegra a los individuos cuyos derechos hayan sido violados. En este sentido, el Estado parte debe garantizar al autor, entre otras medidas, un procedimiento judicial conforme a las garantías establecidas por el artículo 14 del Pacto31.

			El concepto de reparación íntegra, plena o integral en el Derecho internacional de los derechos humanos comprende la adopción de las medidas necesarias para reparar todos los daños sufridos por las personas (víctimas o autores), como consecuencia de los actos ilícitos del Estado que infringen sus obligaciones internacionales. De esta manera, independientemente de las medidas específicas que alcance a mencionar el Comité en la parte resolutiva de su dictamen, la fórmula utilizada por este desde hace varios años al hacer referencia a una reparación plena o íntegra y más recientemente “integral”, remite a los conceptos desarrollados por el Derecho internacional, no solo por el mismo Comité, sino también a otras instancias e instrumentos, como son las Normas o Artículos de Responsabilidad Internacional del Estado de la Comisión de Derecho Internacional de la ONU32, resoluciones de la Asamblea General de la ONU33, la jurisprudencia de los tribunales internacionales de derechos humanos34 y de los demás órganos de tratados, como son los diversos comités de Naciones Unidas35. 

			d.	Competencia en razón del tiempo (ratione temporis)

			La competencia ratione temporis del Comité consiste en la facultad de dicho órgano para examinar una comunicación individual siempre que los hechos alegados hayan ocurrido durante la vigencia de los instrumentos, ello es, con posterioridad a la fecha en que el Estado parte concernido haya ratificado el Pacto y su Protocolo Facultativo. De esta manera, una vez que han entrado en vigor estos dos instrumentos respecto a un Estado parte, queda reconocida la competencia del Comité para conocer, tramitar, examinar y decidir las comunicaciones individuales de violación por ese Estado a los derechos reconocidos en el PIDCP, que sean presentadas con arreglo al PF-PIDCP. 

			En consecuencia, para determinar la admisibilidad de una comunicación, es necesario verificar la aplicabilidad temporal de ambos instrumentos a los hechos y derechos denunciados en la comunicación. Esto implica establecer si las acciones u omisiones imputadas al Estado ocurrieron durante el período en que dicho Estado se encontraba jurídicamente vinculado por el PIDCP y el PF-PIDCP, en virtud de que estos instrumentos ya habían entrado en vigor para dicho Estado parte y estaban en vigor para esa fecha.

			e.	El agotamiento de los recursos internos

			El agotamiento de los recursos judiciales internos es un principio general de los requisitos de admisibilidad de los mecanismos internacionales convencionales de protección de los derechos humanos. Este requisito de admisibilidad consiste en el agotamiento de los recursos judiciales internos, ello es, en la jurisdicción del Estado, antes de acudir a los mecanismos de protección internacional.

			Ahora bien, este principio debe ser debidamente acotado, pues no consiste en el agotamiento de todos los recursos teóricamente disponibles. En primer lugar, se trata del agotamiento de los recursos judiciales internos que estén disponibles y que sean accesibles, ordinarios, idóneos y reparadores. En ese sentido, el PF-PIDCP dispone que todo individuo que alegue una violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto podrá someter a la consideración del Comité una comunicación escrita una vez que haya “agotado todos los recursos de la jurisdicción interna”36, ello es, los recursos internos “disponibles”37. Por lo cual, no se trata de una carga irrazonable de agotar todos los recursos internos, sino únicamente aquellos que están disponibles, que no sean extraordinarios y que sean efectivos, es decir, reparadores. 

			En la jurisprudencia del Comité, la carga de agotar los recursos “disponibles” se limita a aquellos que tengan posibilidades razonables de prosperar38. Por lo que, en caso contrario, el autor debe justificar por qué un recurso no es efectivo39. En ese sentido, no es necesario agotar los recursos internos que existan y estén teóricamente disponibles si el autor evidencia que serían inoperantes para satisfacer las pretensiones de protección de la víctima, p. ej., que en casos similares, no hayan prosperado los recursos. Así, en el caso Gómez Vázquez c. España, el Comité sostuvo lo siguiente:

			En lo que respecta al argumento del Estado parte de que el autor debió recurrir en amparo al Tribunal Constitucional, el Comité observó que el Tribunal Constitucional había rechazado reiteradamente recursos de amparo similares. El Comité consideró que, en las circunstancias del caso, un recurso que no puede prosperar no puede contar y no tiene que agotarse a los fines del Protocolo Facultativo40. [Énfasis agregado]

			En segundo lugar, la regla del agotamiento de los recursos internos tiene una excepción muy importante: no es necesario esperar la decisión de los recursos internos cuando su tramitación se prolongue “injustificadamente”41. Es decir, ejercido el o los recursos internos correspondientes, si su tramitación ha sufrido un retardo irrazonable o injustificado, el autor (víctima/peticionario) puede invocar la aplicación de la excepción a la regla de tener que esperar la decisión, y en su lugar, dar por agotados dichos recursos.

			Se trata muchas veces de un tema de admisibilidad pero que está íntimamente vinculado con la violación del derecho a la protección judicial efectiva en un plazo razonable reconocido en los artículos 2.3 y 14 del Pacto. Por lo cual, la práctica del Comité en esos casos es diferir el asunto de la admisibilidad sobre el agotamiento de los recursos internos para decidirla en su dictamen, conjuntamente con el fondo o los méritos de la comunicación42.

			f.	El plazo para la presentación de la comunicación 

			El PF-PIDCP no establece expresamente el plazo temporal para presentar la comunicación una vez agotados los recursos internos. De manera genérica dicho instrumento solo establece que el Comité considerará inadmisible una comunicación que a su juicio constituya un “abuso del derecho” a presentar tales comunicaciones43. Sobre esa base, el Comité ha dispuesto en su reglamento unos plazos extensos y más que razonables: una vez agotados los recursos internos, o en su caso, cuando resulte procedente la excepción arriba analizada, el autor debe presentar la comunicación al Comité dentro de los cinco (5) años siguientes o, en su caso, tres (3) años después de la conclusión de otro procedimiento de examen o arreglo internacionales. En ese sentido, si una comunicación se presenta después de cinco años desde el agotamiento de los recursos internos, el Comité debe evaluar y determinar si, en principio, la misma es inadmisible por constituir un “abuso de derecho” . No obstante, el lapso para la presentación de las comunicaciones al Comité no está únicamente vinculado de manera estricta a un plazo abstracto de tiempo fijo preestablecido (5 años), sino vinculado más bien al concepto de plazo razonable y justificado bajo las circunstancias concretas, que de lo contrario llegue a configurar un “abuso del derecho”44. 

			En ese sentido, el Reglamento del Comité dispone que, en principio, la demora en presentar una comunicación no puede invocarse en sí misma como base de una decisión de inadmisibilidad, fundada en el abuso del derecho. Por lo cual, el Comité debe evaluar las “circunstancias” de cada comunicación, para poder adoptar la decisión sobre su admisibilidad o inadmisibilidad. Para ello, entra en juego en cada caso el concepto jurídico de abuso del derecho, para analizar las circunstancias concretas bajo las cuales una comunicación es o ha sido presentada, a fin de establecer si la demora está justificada, habida cuenta de todas las circunstancias45.

			De allí que el solo hecho —aislado— de que una comunicación haya sido presentada cinco años después del agotamiento de los recursos internos, no constituye per se un motivo para que el Comité declare su inadmisibilidad. Por el contrario, en esos casos, el Comité debe declarar que la comunicación es admisible si el autor justifica las circunstancias que le impidieron presentarla antes, por ejemplo, por encontrarse detenido o aislado, o por la obstrucción de las comunicaciones postales y electrónicas, o por el miedo fundado a represalias en su contra. 

			G.	La no duplicidad simultánea de procedimientos

				internacionales

			Las reglas procesales para la tramitación de casos ante el Comité de Derechos Humanos presentan una peculiaridad especial con relación a la regla de la no duplicidad ante los otros procedimientos de protección internacional. En ese sentido, otros procedimientos internacionales ante los órganos convencionales universales o regionales, no permiten que un mismo caso que ya ha sido conocido y decidido por otro órgano internacional, pueda ser luego presentado ante ese órgano. Así, por ejemplo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece la inadmisibilidad de las peticiones o comunicaciones cuando estas sean sustancialmente la reproducción de otra ya examinada por otro organismo internacional46; y el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales dispone la inadmisibilidad de las demandas que contengan esencialmente los mismos hechos (“ya sometida a otra instancia internacional de investigación o de acuerdo, y no contenga hechos nuevos”)47. En todo caso, estas prohibiciones de admisión no comprenden los procedimientos u órganos internacionales no equivalentes a los órganos de tratados (convencionales), como son, entre otros, los procedimientos especiales de la ONU (relatores y grupos de trabajo) y los de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Con relación a esta práctica en la jurisprudencia del Comité, Villán Durán ha expresado:

			Tampoco se aplicará la regla ne bis in idem cuando se trate de dos instancias internacionales de protección de distinta naturaleza jurídica. En consecuencia, es compatible presentar la misma queja primero ante un mecanismo extra convencional de protección del actual Consejo DH (grupos de trabajo y relatores especiales sobre ejecuciones sumarias, tortura, desapariciones forzadas, detención arbitraria, etc.), puesto que en esos casos no se exige el agotamiento previo de los recursos internos48.

			En el caso de los sistemas interamericano y europeo, la imposibilidad de admitir un caso ya decidido por otro órgano convencional de protección internacional no se basa en el respeto a la cosa juzgada internacional, porque no la hay en sentido estricto. En efecto, no se trata propiamente de un supuesto de cosa juzgada, ya que no está presente el elemento objetivo de haberse decidido con base en el mismo ordenamiento jurídico. Se trata de ordenamientos jurídicos internacionales diferentes: el regional y el universal. Sin embargo, por otras razones (deferencia, economía procesal, etc.) un tratado puede de manera expresa disponer —como lo hicieron los regionales y algunos universales— que no va a admitir los mismos casos que ya hayan sido decididos por otros órganos internacionales equivalentes. 

			Por otro lado, el Comité no podrá admitir una comunicación si el Estado ha hecho una reserva expresa al ratificar el PF-PIDCP, como es el caso de la mayoría de los Estados europeos. Aun así, para que proceda esta excepción de inadmisibilidad, debe ser opuesta expresamente por el Estado ante el Comité, ya que de lo contrario se entiende que ha renunciado a ella. Y en todo caso, conforme a la jurisprudencia del Comité, ante una sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos que no haya examinado determinado derecho, esa materia sí podría ser sometida luego ante el Comité49.

			En el caso del Comité de Derechos Humanos, el PF-PIDCP no permite la admisión de comunicaciones únicamente “mientras el mismo asunto esté siendo examinado” por otro procedimiento de examen o arreglo internacionales. En otras palabras, no permite la admisión de un mismo caso que esté sometido de manera simultánea, es decir, que “esté siendo examinado” por otro órgano de protección internacional de un tratado50. Por lo cual, si el mismo asunto no está siendo conocido por otro órgano de protección internacional, ya sea porque no se ha sometido o porque, habiéndolo sido, ya ha sido decidido, entonces el Comité sí podrá admitir el caso para su conocimiento y decisión. 

			Es importante advertir que el mismo tratado (PF-PIDCP) contiene el mismo texto en sus versiones oficiales en los demás idiomas, excepto la versión en español, la cual de manera extraña pero errada, dispone en el mismo artículo 5.2.a) la admisibilidad de una comunicación únicamente si el mismo asunto “no ha sido sometido ya a otro procedimiento de examen o arreglo internacionales”51. Con lo cual, conforme a este texto en español, a diferencia de todas las otras versiones, aunque el caso sometido a otro procedimiento internacional haya sido ya examinado y decidido, no sería admisible. Esta discrepancia entre textos del mismo tratado (PF-PIDCP) ha sido resuelta por el Comité de Derechos Humanos con base en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (CVDT)52, la cual dispone que cuando exista una diferencia en los textos oficiales de un mismo tratado en varios idiomas que no pueda resolverse por las reglas ordinarias de interpretación de los tratados, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado53. 

			Así, por ejemplo, en el caso Allan Brewer Carías Vs. Venezuela que había sido decidido por la Corte IDH declarando su inadmisibilidad54, el autor acudió después ante el Comité de Derechos Humanos a presentar su comunicación. El Estado opuso la excepción de inadmisibilidad, seguramente siguiendo su lectura literal del citado artículo 5.2.a) del PF-PIDCP, invocando que el caso ya había sido sometido al examen de la Corte IDH, la cual había declarado su inadmisibilidad. Por su lado, los abogados del autor sostuvimos la procedencia de la admisión del caso, en virtud de que la discrepancia en los textos del artículo 5.2.a) del PF-PIDCP debía ser resuelta conforme a la CVDT y la citada jurisprudencia del Comité55. En ese sentido, el Comité resolvió por primera vez en la historia declarar la admisión de un caso que ya había sido decidido por la Corte IDH, haciendo una interpretación integradora uniforme de la citada norma del PF-PIDCP, declarando que procedía a conciliar el sentido de la expresión “ha sido sometido”, en el texto en español, la cual debe interpretarse a la luz de las otras versiones del mismo instrumento, por lo que debe entenderse como que “está siendo examinado”: 

			8.3. El Comité recuerda su jurisprudencia con arreglo a la cual, de conformidad con el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo, una comunicación será declarada inadmisible si está siendo examinada en el marco de otro procedimiento de examen o arreglo internacional. Recuerda igualmente su jurisprudencia según la cual, si bien el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo puede dar lugar a una interpretación del sentido de este párrafo diferente de los textos en otros idiomas, tal diferencia debe resolverse de acuerdo al artículo 33, párrafo 4, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, adoptando el sentido que mejor concilie los textos auténticos, habida cuenta del objeto y fin del tratado. La expresión “ha sido sometido”, en el texto en español, debe interpretarse a la luz de las otras versiones, por lo que debe entenderse como que “está siendo examinado” por otro procedimiento de examen o arreglo internacional. El Comité considera que esta interpretación concilia el sentido del artículo 5, párrafo 2 a), de los textos auténticos a los que se refiere el artículo 14, párrafo 1, del Protocolo Facultativo. Teniendo en cuenta que el mismo asunto ya no se encuentra pendiente ante los órganos regionales mencionados y que el Estado parte no ha introducido una reserva al artículo 5, párrafo 2 a) del Protocolo facultativo, el Comité considera que no existe obstáculo, con arreglo a dicho artículo, que impida declarar la comunicación admisible. El Comité observa que las decisiones plenamente motivadas de los órganos del sistema interamericano sobre una denuncia del autor contra el Estado parte básicamente similar merecen la debida consideración (Moreno de Castillo y otros c. Venezuela, CCPR/C/121/D/2610/2015, párr. 8.3). No obstante, ello no implica que el Comité no pueda llegar a una conclusión distinta, en particular sobre cuestiones atinentes a los estándares de derecho aplicables a la luz del Pacto56. [Énfasis agregado]

			Como dato interesante de conocer, este caso que había sido declarado inadmisible por la Corte IDH bajo la Convención Americana, fue conocido por el Comité bajo el PIDCP el cual, además de declarar su admisión, conoció sobre el fondo de las violaciones denunciadas y concluyó que el Estado había violado los derechos del autor (víctima) a un recurso efectivo respecto a su derecho a un debido proceso, en particular, a acceder a un tribunal independiente, reconocido en el artículo 2, párrafo 3, conjuntamente con el artículo 14, párrafo 1, del Pacto Internacional. En consecuencia, el Comité le requirió al Estado la reparación integral de los daños causados por dichas violaciones del Pacto57. 

			Esta interpretación integradora del contenido del artículo 5.2.a) del PF-PIDCP ha sido ratificada de manera erga omnes en las normas del Reglamento del Comité, las cuales disponen que, para adoptar una decisión de admisibilidad de una comunicación, el Comité deberá comprobar que “[q]ue el mismo asunto no está siendo examinado en el marco de otro procedimiento de examen o arreglo internacionales”58 (cursivas añadidas). En ese supuesto, la competencia del Comité para admitir la comunicación no es la de cinco años después del agotamiento de los recursos internos, sino de tres (3) años después de la conclusión del otro procedimiento de examen o arreglo internacionales, a menos que la demora esté justificada habida cuenta de todas las circunstancias de la comunicación59.

			

		

III. Aspectos procedimentales de la 

			tramitación de las comunicaciones

			El trámite de las comunicaciones individuales ante el Comité de Derechos Humanos está regido por el procedimiento que se encuentra regulado en el PF-PIDCP y en el Reglamento del Comité. En términos generales, estas regulaciones forman parte del denominado Derecho Procesal Internacional de los derechos humanos.

			A.	Trámite procedimental de las comunicaciones

			El procedimiento de las comunicaciones individuales es de carácter adversarial o contencioso, ello es, mediante trámite bilateral entre el autor y el Estado a través del Comité, sus relatores y su Secretaría. En ese sentido, el PF-PIDCP dispone que el Comité examinará las comunicaciones recibidas, tomando en cuenta toda la información escrita que le hayan facilitado el individuo y el Estado parte interesado60. A los efectos de asistir al Comité en la tramitación de las comunicaciones, este designará entre sus miembros a un relator especial61.

			Toda comunicación sometida al Comité en virtud del PF-PIDCP debe ser puesta en conocimiento del Estado parte (del que se afirme que se ha violado cualquiera de las disposiciones del Pacto), el cual en un plazo de seis meses deberá presentar al Comité por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare el asunto y se señalen las medidas que eventualmente haya adoptado al respecto62. En ese sentido, a los fines de iniciar el trámite de las comunicaciones, después de recibida la comunicación (“tan pronto como sea posible”), el Comité, por conducto de su relator especial designado conforme al reglamento, decidirá si se debe registrar la comunicación que se señale a su atención63. Es de advertir que, en la práctica, el registro de las comunicaciones presentadas no está sometido a un plazo ni breve ni determinado, con lo cual, estas pueden pasar meses y a veces un año o más, hasta que se logra dicho registro.

			Una vez adoptada la decisión de registrar la comunicación, esta se enviará al Estado parte interesado, al que se pedirá que presente una respuesta por escrito en un plazo de seis meses64. Dentro de este plazo, el Estado debe presentar al Comité su respuesta tanto con relación a la admisibilidad de la comunicación como con el fondo, a menos de que se acuerde una respuesta por escrito que se refiera únicamente a la cuestión de la admisibilidad65. Por su parte, los Estados una vez recibida la solicitud de respuesta, pueden solicitar en el plazo de dos meses que se examine la admisibilidad separadamente del fondo; y de así acordarse por conducto del relator especial, el Estado no tendrá que presentar explicaciones o declaraciones sobre el fondo hasta que el Comité decida otra cosa66. Este recurso para contestar únicamente sobre la admisibilidad suele ser utilizado por algunos Estados para simplemente retardar el trámite de las comunicaciones. Finalmente, el autor puede presentar una réplica y el Estado parte, una dúplica, las cuales se deben centrar en las cuestiones que aún no se hayan resuelto; y si una de las partes lo solicita, el relator especial, teniendo debidamente en cuenta las circunstancias del caso, puede autorizar a título excepcional, réplicas adicionales67. Aun terminada la tramitación de la comunicación individual, antes de presentar el proyecto de dictamen al grupo de trabajo para su examen, el relator especial podrá requerir a las partes que proporcionen información actualizada sobre la situación en que se encuentra el caso68. En todos esos supuestos posteriores al primer plazo de seis meses, el Comité tiene que decidir fijar una fecha para las siguientes etapas del procedimiento, lo cual también suele ser motivo de retardos reiterados en el trámite69.

			Además de este largo trámite, donde en muchos casos ni el Estado ni el Comité suelen cumplir con los plazos y tardan varios años, si una de las partes desea solicitar una prórroga, deberá formular la solicitud tan pronto como tenga conocimiento de las circunstancias por las que se justificaría y, en cualquier caso, antes del vencimiento del plazo, indicando el motivo de la solicitud de prórroga70. Si bien la decisión de prorrogar un plazo del trámite queda a la discreción del relator especial del Comité, estas son solicitadas comúnmente por los Estados en muchos casos para retardar el trámite; y no solo suelen concederse, sino que la misma decisión de concederlas y luego notificarlas es motivo de retardos adicionales.

			El procedimiento de las comunicaciones individuales ante el Comité, desde su presentación hasta su decisión final, es escrito; sin embargo, en casos excepcionales el Comité puede invitar a las partes a que formulen verbalmente observaciones sobre las alegaciones de la otra parte, de conformidad con sus directrices sobre las observaciones orales relativas a las comunicaciones71.

			En todo caso, terminada la tramitación del procedimiento de la comunicación individual, esta pasa para su decisión final por el Comité. 

			b.	Los amicus curiae y la intervención de terceros

			El procedimiento para el trámite de las comunicaciones individuales ante el Comité prevé la posibilidad de la participación de terceros distintos de las partes. Esta posibilidad comprende la intervención de terceros bajo la conocida modalidad procesal de los amicus curiae, a fin de brindar al Comité información y documentación relevante para su decisión. En ese sentido, el reglamento dispone que al examinar las comunicaciones, el Comité (o su relator especial) podrá aceptar la información y la documentación presentadas por terceros —conforme a las directrices que aquél determine—, que puedan ser pertinentes para la correcta determinación del caso. En ese supuesto, el Comité deberá transmitir la información presentada por terceros a las partes, quienes tienen derecho a contestar presentando sus observaciones y comentarios72. 

			c.	La deliberación y la decisión del Comité 

			Una vez terminado el trámite procedimental de una comunicación individual, el Comité adoptará las decisiones sobre la admisibilidad y el fondo por mayoría simple de los miembros presentes73. Antes de su examen por el pleno del Comité, las comunicaciones serán examinadas por un grupo de trabajo, integrado por al menos cinco miembros74. Seguidamente, el Comité en pleno, en primer lugar, debe pasar a examinar, si la comunicación es admisible75. En caso de que decida que una comunicación es inadmisible en virtud del Protocolo Facultativo, comunicará su decisión al autor de la comunicación y al Estado parte interesado. El Comité podrá reconsiderar ulteriormente esa decisión de inadmisibilidad si así se le solicita, en virtud de que ya no se dan los motivos de inadmisibilidad (agotamiento de recursos internos y pendencia de otro procedimiento internacional)76. Pero en todo caso, como se dijo, el Comité no se pronunciará sobre el fondo de la comunicación sin haber examinado la aplicabilidad de todos los motivos de admisibilidad señalados en el PF-PIDCP77. Finalmente, la decisión del Comité sobre el fondo de la comunicación se denomina “dictamen”, el cual, una vez aprobado es transmitido por la Secretaría al autor de la comunicación y al Estado parte interesado78. En interés de la protección del autor o la presunta víctima, el Comité podrá decidir de oficio o a petición de éstas, que se mantenga la confidencialidad de sus nombres en la decisión final del Comité que resuelva la comunicación79. Una vez notificadas a las partes tanto las decisiones de inadmisibilidad como las de fondo, se harán públicas mediante su publicación en la página web del Comité y otros medios que el Comité estime pertinente (por ej., un comunicado de prensa), y se incluirá en el informe al Consejo de Derechos Humanos y a la Asamblea General de las Naciones Unidas80.

			Con relación al régimen de deliberación del Comité para la aprobación de las decisiones de admisibilidad y fondo de las comunicaciones (“dictámenes”), el reglamento dispone que estas serán examinadas en sesión privada. Además, quizá con un exceso de celo se dispone que las actas resumidas de estas sesiones y los documentos de trabajo tendrán carácter confidencial81. 

			En principio, todos los miembros del Comité intervienen en el examen de las comunicaciones, excepto en los siguientes supuestos: a) si es nacional del Estado parte que a que se refiere la comunicación o tiene la misma nacionalidad que la presunta víctima; b) si ese miembro tiene algún interés personal o profesional en el asunto; o c) si ese miembro ha participado de algún modo en la adopción de cualquier decisión sobre el asunto a que se refiere la comunicación82. 

			Finalmente, siguiendo un método de trabajo común en los órganos de decisión de asuntos contenciosos o adversariales, si bien las decisiones del Comité sobre las comunicaciones individuales se adoptan por la mayoría simple de sus miembros presentes, todo miembro del Comité que haya participado en una decisión podrá redactar una opinión separada para que se adjunte al dictamen o la decisión del Comité83.

			En el informe del Comité a la Asamblea General de las Naciones Unidas publicado en septiembre de 2024, este daba cuenta de que desde que inició su labor con arreglo al PF-PIDCP en 1977, se habían sometido a su consideración 4639 comunicaciones relativas a 94 Estados partes, de las que 207 se registraron en el período que abarca el presente informe a marzo de 2024. El estado de las 4639 comunicaciones registradas actualmente es el siguiente: a) examen finalizado con la aprobación de un dictamen a tenor del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo Facultativo: 2038, en 1494 de las cuales se determinó́ la existencia de violaciones del Pacto; b) Comunicaciones declaradas inadmisibles: 866; c) Comunicaciones canceladas o retiradas: 671; y d) Comunicaciones cuyo examen no ha finalizado: 106484. 

			d.	Medidas Provisionales y de protección

			Siguiendo un principio general del derecho procesal, antes de adoptar su decisión final sobre una comunicación, el Comité tiene la competencia para adoptar medidas cautelares y de protección a los fines de evitar daños irreparables al autor o a las presuntas víctimas. En ese sentido, en cualquier momento después de registrar una comunicación y antes de que se haya llegado a una decisión sobre el fondo, el Comité podrá solicitar al Estado parte interesado que adopte con carácter urgente las medidas provisionales que el Comité considere necesarias, a fin de evitar posibles actos que pudieran tener consecuencias irreparables para los derechos invocados por el autor85. El Comité le debe indicar al Estado parte destinatario de la solicitud de las medidas provisionales que la no aplicación de esas medidas provisionales es incompatible con la obligación de respetar de buena fe el procedimiento de comunicaciones individuales establecido en virtud del Protocolo Facultativo. Y el Comité dejará a salvo, que las medidas provisionales solicitadas al Estado, no implican ninguna decisión sobre la admisibilidad o el fondo de la comunicación86.

			Además de las medidas provisionales, el Comité también puede requerir medidas de protección a los Estados partes. En efecto, con base en la solicitud e información suministrada por el autor, el Comité puede pedir al Estado parte que adopte medidas de protección en favor de las personas, incluidos el autor o los autores, sus abogados y sus familiares, cuando puedan sufrir intimidaciones y represalias debido a la presentación de la comunicación o la cooperación con el Comité. Asimismo, éste podrá solicitar al Estado parte explicaciones o declaraciones por escrito que aclaren el asunto y describan las medidas adoptadas al respecto87. 

			Los Estados tienen la obligación jurídica de cooperar de buena fe con el Comité en el cumplimiento de las medidas provisionales y de protección que éste les requiera o solicite. En el caso Idiev c. Tayikistán, el Comité estableció que un Estado viola el PF-PIDCP “si actúa de manera que impida o frustre la consideración por el Comité de una comunicación en que se alegue una violación del Pacto, o haga que el examen por el Comité quede en suspenso o la expresión de sus observaciones sea inoperante e inútil... al ejecutar a la presunta víctima...”. En ese sentido, las medidas provisionales “...son esenciales para que el Comité pueda cumplir su función con arreglo al Protocolo. Toda violación del reglamento, en especial mediante medidas irreversibles como la ejecución de la pena de muerte o la extradición de la víctima, socava la protección de los derechos enunciados en el Pacto”88.

			

		

iv. El dictamen del Comité y la obligación internacional del 

			Estado de cumplirlo de buena fe 

			Conforme hemos visto arriba, al finalizar el examen de la comunicación individual por el Comité, éste llega a una decisión denominada “dictamen”, donde analiza y declara tanto su admisión (o inadmisión) como el fondo, estableciendo las violaciones encontradas a las disposiciones del Pacto y las reparaciones respectivas. En efecto, el Comité es un órgano de protección internacional de los derechos humanos creado por el PIDCP y con la facultad atribuida por el PF-PIDCP para conocer y decidir las comunicaciones individuales donde sus autores denuncien la violación de los derechos reconocidos en dicho Pacto por un Estado parte. Esta atribución incluye entonces las competencias para: (1) conocer las comunicaciones que le son presentadas; (2) decidir sobre su admisibilidad y fondo y, en su caso, concluir que el Estado ha violado algún o algunos de los derechos reconocidos en el Pacto y requerirle la adopción de las medidas de reparación correspondientes; y (3) supervisar el cumplimiento de las medidas de reparación requeridas al Estado.

			Se trata, por tanto, de un órgano internacional de protección de los derechos humanos creado por un tratado, con competencia para conocer, decidir y supervisar el cumplimiento de lo decidido en los casos individuales que les presenten los individuos bajo la jurisdicción del Estado parte. De allí que los dictámenes del Comité en la decisión de los casos individuales conforme al Protocolo constituyen un pronunciamiento autorizado de un órgano establecido en virtud del propio Pacto y encargado de la interpretación de ese instrumento. En ese sentido, el propio Comité en su Observación General N.º 33, ha establecido las siguientes interpretaciones con carácter erga omnes:

			13. Los dictámenes emitidos por el Comité con arreglo al Protocolo Facultativo representan un pronunciamiento autorizado de un órgano establecido en virtud del propio Pacto y encargado de la interpretación de ese instrumento. El carácter y la importancia de esos dictámenes dimanan de la función integral que incumbe al Comité con arreglo al Pacto y al Protocolo Facultativo89. [Énfasis agregado]

			Los Estados parte del Pacto asumen la obligación internacional de respectar, garantizar y proteger los derechos reconocidos en ese instrumentos; y los Estados parte del Protocolo asumen la obligación internacional de cooperar de buena fe con el Comité (pacta sunt servanda) para cumplir su objeto y propósito de proteger efectivamente a los individuos que presenten casos, mediante las decisiones de sus casos: 

			15. El carácter de los dictámenes del Comité dimana también de la obligación de los Estados partes de actuar de buena fe, tanto cuando participan en el procedimiento previsto en el Protocolo Facultativo como en relación con el propio Pacto. La obligación de cooperar con el Comité resulta de la aplicación del principio de la buena fe en el cumplimiento de todas las obligaciones convencionales (Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969, art. 26)90. [Énfasis agregado]

			En ese sentido, el mismo Comité ha admitido que si bien su función al examinar los casos individuales no es exactamente judicial, sus decisiones sí presentan algunas de las principales características de una decisión judicial, incluida la independencia e imparcialidad de sus miembros, su interpretación del Pacto y especialmente, el carácter determinante de sus decisiones:

			11. Aunque la función desempeñada por el Comité de Derechos Humanos al examinar las comunicaciones individuales no es, en sí misma, la de un órgano judicial, los dictámenes emitidos por el Comité de conformidad con el Protocolo Facultativo presentan algunas de las principales características de una decisión judicial. Se emiten con espíritu judicial, concepto que incluye la imparcialidad y la independencia de los miembros del Comité, la ponderada interpretación del lenguaje del Pacto y el carácter determinante de las decisiones91. [Énfasis agregado] 

			En ese sentido, las decisiones de los casos individuales por el Comité comúnmente conocidas como “dictámenes”, contienen una constatación de las violaciones alegadas que cuando el Comité las comprueba, la consecuencia es que el Comité establece la obligación del Estado de su reparación: 

			12. El término empleado en el párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo para las decisiones del Comité es “observaciones”. En esas decisiones se exponen las constataciones del Comité sobre las violaciones alegadas por el autor y, cuando se ha comprobado la existencia de una violación, se señala el medio de reparar esa violación92. [Énfasis agregado]

			El Comité, como vimos arriba, ha venido evolucionando el concepto de “reparación integral” de los daños causados por los Estados a los derechos humanos de las víctimas, conforme a los criterios desarrollados por otros órganos judiciales y cuasijudiciales de protección internacional de los derechos humanos. Ello en palabras del Comité consiste en una reparación íntegra o integral a los individuos cuyos derechos hayan sido violados. En este sentido, dependiendo de las violaciones y los daños causados, el Estado parte debe, entre otras medidas de reparación, garantizar al autor, un recurso efectivo93, incluido un procedimiento judicial conforme a las garantías establecidas por el artículo 14 del Pacto. Debe, igualmente, otorgar una compensación o indemnización adecuada al autor por los daños causados por las violaciones de las que ha sido víctima conforme al dictamen, así como las otras medidas de reparación material e inmaterial del daño causado, a los fines de lograr el restablecimiento y reparación integral de la situación jurídica infringida en los derechos de la víctima. Además de la reparación personal a la víctima, el Comité debe requerirle al Estado parte cumplir con la obligación de adoptar las medidas necesarias para evitar la repetición de las violaciones, es decir, que se cometan violaciones semejantes en el futuro94. Ello es particularmente relevante, en los casos que tienen su origen en una violación “estructural”, como es el caso de normas del ordenamiento jurídico, prácticas, políticas públicas, jurisprudencia, etc. Por último, dentro de las medidas de reparación, el Comité incluye un requerimiento al Estado parte para que publique el dictamen del Comité en el idioma oficial del Estado y asimismo le dé amplia difusión. 

			Teniendo presente que, por ser parte en el Protocolo Facultativo, el Estado parte reconoce la competencia del Comité para determinar si ha habido o no violación del Pacto y que, con arreglo al artículo 2 del Pacto, el Estado parte se ha comprometido a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio o estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el Pacto y a garantizar una reparación efectiva y jurídicamente exigible, cuando se compruebe una violación, el Comité le solicita al Estado parte, en un plazo de 180 días, le suministre información sobre las medidas que haya adoptado para aplicar el dictamen. 

			Los dictámenes del Comité además de su alto valor moral y político, tienen valor jurídico. Se trata de decisiones de un órgano de protección internacional de tratados ratificados soberanamente por los Estados partes (PIDCP y PF-PIDCP), para conocer las quejas presentadas por individuos bajo su jurisdicción, procesarlas y decidirlas. Por lo cual, conforme al principio de ius cogens de pacta sunt servanda, como lo ha recordado el propio Comité, los Estados tienen la obligación convencional de cumplir sus decisiones de “buena fe”95. Por su lado, la propia Corte Internacional de Justicia le ha concedido gran consideración a las constataciones y a las interpretaciones realizadas por el CDH, en virtud de tratarse del “órgano independiente de supervisión” del PIDCP96.

			Finalmente, con relación al cumplimiento de los dictámenes del Comité por los Estados parte, independientemente de los mecanismos que dispongan su Derecho interno, los Estados parte concernidos, tienen en definitiva una obligación de cumplir con las medidas requeridas por el Comité, para hacer efectiva y darle un efecto útil la reparación. En palabras del propio Comité, “[en] cualquier caso, los Estados partes han de utilizar todos los medios que estén a su alcance para dar efecto a los dictámenes del Comité”97. Como lo destaca Villán Durán, en los últimos años, el Comité ha venido solicitando a los Estados durante los Exámenes Periódicos, que le suministren información sobre los mecanismos nacionales —legislativos o institucionales— que hayan sido establecido para asegurar el cumplimiento de sus recomendaciones, tanto en los dictámenes sobre quejas individuales como en sus observaciones generales. Así, varios Estados han venido estableciendo diversos mecanismos generales como: disposiciones constitucionales o legislativas, que establecen la obligación de cumplir las recomendaciones de los órganos como el Comité; reformas procesales que permiten reabrir procesos penales o civiles; medidas para asegurar que
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                    		Artículo 9


                    		Artículo 12, párrafo 4


                    		Artículos 17 y 23, párrafo 1


                  


                


                		Voto particular (disidente) del Sr. Gerald L. Neuman y el Sr. Yuji Iwasawa, miembros del Comité


                		Voto particular (disidente) de Sir Nigel Rodley, la Sra. Helen Keller y el Sr. Michael O’Flaherty, miembros del Comité


              


            


          


        


      


    


    		
      Anexo n.º 4.10. CDH - Caso Singh c. Francia, 2012
      
        		
          Communication No. 1852/2008
          
            		Views adopted by the Committee at its 106th session (15 October–2 November 2012)


            		Views of the Human Rights Committee under article 5, paragraph 4, of the Optional Protocol to the International Covenant on Civil and Political Rights (106th session)


            		
              Communication No. 1852/2008
              
                		Views under article 5, paragraph 4, of the Optional Protocol


                		The facts as submitted by the author


                		The complaint


                		State party’s submission on the admissibility of the communication


                		
                  State party’s submission on the merits of the communication
                  
                    		Complaint of violation of article 18


                    		(a) The contested measure complies with the law


                    		(b) The contested measure pursued a legitimate aim


                    		(c) The contested measure was proportionate to its purpose


                    		Complaint of violation of article 17


                    		Complaint of violation of articles 2 and 26


                  


                


                		Author’s comments on the State party’s submission


                		
                  Issues and proceedings before the Committee
                  
                    		Consideration of admissibility


                    		Consideration of the merits
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